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GUADALAJARA, JALISCO, A 09 NUEVE DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 

2026 DOS MIL VEINTISEIS. 

 

 

V I S T O S para resolver en sentencia definitiva los autos originales del Juicio 

Administrativo, radicado con el número de expediente anotado al rubro, promovido por el 

Ciudadano [No.1]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] promovió juicio en materia 

administrativa en contra del DIRECTOR DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 

TONALÁ, JALISCO, y; 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1.- Mediante escrito presentado a través del Sistema de Juicio en Línea de este 

Tribunal el día 05 cinco de junio del año 2026 dos mil veintiséis por el Ciudadano 

[No.2]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] promovió Juicio en Materia 

Administrativa en contra de las Autoridades descritas anteriormente, por los motivos y 

consideraciones legales que del mismo se desprenden. 

 

2.- Por auto de fecha 15 quince de junio del año 2026 dos mil veintiséis, se admitió 

la demanda de referencia, teniéndose como Autoridades Demandadas las ya citadas, y 

como actos administrativos impugnados los siguientes:  

 

La determinación de crédito fiscal por adeudo del impuesto predial 

número TON-T-22017 de fecha 11 once de septiembre del año 2025 

dos mil veinticinco, del inmueble 

[No.3]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], número de cuenta predial 

[No.4]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], 

[No.5]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60]. 

 

De igual forma, se admitieron las pruebas ofrecidas que se encontraron ajustadas a 

derecho, teniéndose por desahogadas aquellas que su propia naturaleza así lo permitió. De 

lo anterior, se ordenó correr traslado a la enjuiciada con las copias simples de la demanda 

inicial y documentos anexos, para que en un término de 10 diez días produjera contestación 

a la demanda entablada en su contra, requiriéndole que en la misma remitiera copia 

certificada de los documentos solicitados por la parte actora, apercibiéndole que en caso 

de no hacerlo se les tendrían por ciertos los hechos que no fueran contestados, salvo que, 

por las pruebas rendidas o por hechos notorios, resultaran desvirtuados, así como, por 

perdido el derecho a rendir pruebas.  

 

3.- Por acuerdo de fecha 14 catorce de agosto del año 2026 dos mil veintiséis, se 

tuvo a la parte demandada produciendo contestación a la demanda entablada en su contra, 

así como oponiendo sus excepciones y defensas. Asimismo, se admitieron las pruebas que 

se encontraron ajustadas a derecho y teniéndose por desahogadas aquellas su propia 

naturaleza así lo permitió. De igual manera, se concedió el termino de 10 diez días a la 

parte actora para que ampliara su demanda si así lo consideraba pertinente. En razón de lo 
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anterior, toda vez que no quedaron pruebas pendientes por desahogar, se ordenó poner los 

autos a la vista de las partes para que dentro del término común de 3 días hábiles formularan 

por escrito los alegatos que a sus intereses convinieran, lo que ninguna realizó, por 

consiguiente, se reservaron los autos a la vista del Magistrado Presidente de esta Segunda 

Sala Unitaria para el dictado de la sentencia definitiva correspondiente, misma que hoy se 

pronuncia en base a los siguientes: 

 

 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O S: 

 

 

I.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Jalisco, resulta competente para conocer y resolver la presente controversia con 

fundamento en lo dispuesto por el artículo 65 párrafo primero de la Constitución Política 

del Estado de Jalisco, así como los numerales 4 y 10 de la Ley Orgánica del Tribunal de 

Justicia Administrativa de la Entidad, y los arábigos 1º, 4, 72, 73 y 74 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Jalisco. 

 

II.- La existencia de los actos administrativos impugnados se encuentran 

acreditados con las constancias que obran dentro del Expediente electrónico en que se 

actúa, mismas que merecen valor probatorio pleno de conformidad a lo establecido en los 

artículos 329, fracción VI, 336, 337, 399 y 403 del Código de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria a la Ley de Justicia Administrativa, ambos ordenamientos del Estado 

de Jalisco, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 58 de este último ordenamiento legal. 

 

III.- Conforme al criterio emitido por Órganos Jurisdiccionales del Poder Judicial 

Federal, no se hace necesario transcribir los conceptos de impugnación que se hicieran 

valer, ni la contestación que se produjera a los mismos, toda vez que, dicha omisión no 

deja en estado de indefensión a ninguna de las partes. Tiene aplicación al caso en particular 

la Jurisprudencia de la Novena Época, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo: XXXI, mayo de 2010 dos mil diez, Tesis: 2ª./J. 58/2010, Página: 830, bajo el 

siguiente rubro y texto:  

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 

CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 

EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 

INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos 

integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero 

"Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", 

de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el 

juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, 

los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y 

exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen 

cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 
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demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los 

estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y 

corresponder a los planteamientos de legalidad o 

constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego 

correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que 

conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer 

tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador 

realizarla o no, atendiendo a las características especiales del 

caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de 

exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de 

legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan 

hecho valer.” 

 

IV.- Ahora bien, tomando en consideración que han sido resueltas las causales de 

improcedencia y dado que este Juzgador no advierte la existencia de alguna de ellas, resulta 

procedente entrar al estudio de la litis planteada, y en ese sentido, acorde a lo dispuesto por 

el ordinal 73 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se hace constar que 

el acto administrativo impugnado consiste en: 

 

La determinación de crédito fiscal por adeudo del impuesto predial 

número TON-T-22017 de fecha 11 once de septiembre del año 2025 

dos mil veinticinco, del inmueble 

[No.6]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], numero de cuenta predial 

[No.7]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], 

[No.8]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60]. 

 

 

Determinado lo anterior, este Juzgador procede a examinar aquéllos conceptos que 

llevan a declarar la nulidad y llana del acto impugnado, atento a lo ordenado por el artículo 

72 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, que reza: “…Cuando se 

hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar 

primero aquellas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana del acto o de la 

resolución impugnada.”; con lo que se atiende además el principio de mayor beneficio que 

sostiene nuestra máxima autoridad judicial Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

Jurisprudencia J.372005, visible en la página 5 del Tomo XXI, febrero de 2005 dos mil 

cinco, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que reza: 

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL 

ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 

ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, 

PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE 

RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 

POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 

CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica 

para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los 
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Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de 

que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su 

concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose 

omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya 

alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a 

constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente 

arbitrio del órgano de control constitucional determinar la 

preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a 

la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan 

fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido 

en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos 

el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto 

es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los 

tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas 

cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, 

afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado 

inconstitucional. 

Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la 

Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón 

Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero 

en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que 

antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil 

cinco.” 

 

Este Juzgador se avoca al estudio de la determinación de crédito fiscal por adeudo 

del impuesto predial del periodo comprendido del primer bimestre del año 2006 dos mil 

seis al sexto bimestre del año 2021 dos mil veintiuno, de los cuales solicita el accionante, 

se declare la prescripción a su favor de dicho crédito fiscal, en virtud de no existir gestiones 

de cobro que interrumpan dicha prescripción.  

 

El accionante hace valer que, la obligación de pago del impuesto predial del periodo 

comprendido del del periodo comprendido del primer bimestre del año 2006 dos mil seis 

al sexto bimestre del año 2021 dos mil veintiuno,así como sus accesorios, se encuentran 

prescritos al haber trascurrido más de cinco años sin que se ejerciera su cobro. 

 

Por su parte, la autoridad demandada en síntesis manifestó que la resolución 

impugnada se encuentra debidamente fundada y motivada. 

 

A lo que este Juzgador determina como fundado el motivo de agravio hecho valer 

por la parte actora, respecto al del periodo comprendido del primer bimestre del año 2006 

dos mil seis al sexto bimestre del año 2021 dos mil veintiuno, por los motivos y 

consideraciones legales siguientes: 
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El arábigo 61 y 62 de la Ley de Hacienda Municipal cuya aplicación se surte reza: 

 

“Artículo 61.  Las obligaciones ante el fisco municipal y los créditos a 

favor de éste por impuestos, contribuciones especiales, derechos, 

productos o aprovechamientos, se extinguen por prescripción, en el 

término de cinco años. En el mismo plazo, se extingue también por 

prescripción, la obligación del fisco municipal de devolver las 

cantidades pagadas indebidamente. 

 

La prescripción del crédito principal extingue simultáneamente los 

recargos y gastos de ejecución. 

 

La prescripción se inicia, a partir de la fecha en que el crédito o el 

cumplimiento de la obligación pudieron ser legalmente exigidos, y será 

reconocida o declarada por la Tesorería Municipal de oficio o a 

petición de cualquier interesado. 

 

Artículo 62.  La prescripción se interrumpe: 

 

I. Con cada gestión de cobro del acreedor, notificada dentro del 

procedimiento administrativo de ejecución; 

 

II. Por el reconocimiento expreso o tácito del deudor, respecto de la 

existencia de la obligación de que se trate; o 

 

III. Cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin presentar 

el aviso de cambio correspondiente o cuando señale de manera 

incorrecta su domicilio fiscal, así como cuando no dé el aviso 

correspondiente de cambio de nombre, razón o denominación social. 

 

De los requisitos señalados en las fracciones I y II del presente artículo 

deberá existir constancia por escrito.” 

 
A su vez, 146 del Código Fiscal de la Federación cuya aplicación se surte reza: 

 

“Artículo 146. El crédito fiscal se extingue por prescripción en el 

término de cinco años.  

El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el 

pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como excepción 

en los recursos administrativos o a través del juicio contencioso.  

El término para que se consuma la prescripción se interrumpe con cada 

gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o 

por el reconocimiento expreso o tácito de éste respecto de la existencia 

del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de la 
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autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, 

siempre que se haga del conocimiento del deudor.  

Cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución en 

los términos del artículo 144 de este Código, también se suspenderá el 

plazo de la prescripción.  

Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo cuando 

el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin haber 

presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando hubiere 

señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal.  

El plazo para que se configure la prescripción, en ningún caso, 

incluyendo cuando este se haya interrumpido, podrá exceder de diez 

años contados a partir de que el crédito fiscal pudo ser legalmente 

exigido. En dicho plazo no se computarán los periodos en los que se 

encontraba suspendido por las causas previstas en este artículo.  

La declaratoria de prescripción de los créditos fiscales podrá 

realizarse de oficio por la autoridad recaudadora o a petición del 

contribuyente.  

Los plazos establecidos en este artículo no afectarán la implementación 

de los acuerdos alcanzados como resultado de los procedimientos de 

resolución de controversias previstos en los tratados para evitar la 

doble tributación de los que México es parte.” 

 

Asimismo, el ordinal 103 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, 

con relación a la época de pago del impuesto predial estatuye: 

 

Artículo 103. El pago de este impuesto deberá efectuarse dentro de los 

primeros quince días del primer mes de cada bimestre, en la oficina 

recaudadora que le corresponda al contribuyente, por la ubicación del 

predio, o en la recaudadora autorizada por la tesorería municipal, o 

en cualquier institución bancaria autorizada para tal efecto. 

 

Podrán hacerse pagos anticipados, sin perjuicio del cobro de 

diferencias por cambio de la base gravable. 

 

Tratándose de ejidos y comunidades agrarias, el pago del impuesto 

podrá efectuarse, dentro del plazo general a que se refiere el párrafo 

primero de este artículo, o bien, por anualidades vencidas, durante el 

mes de enero del año siguiente al que corresponda el pago. 

 

En las leyes de ingresos de cada municipio, el ayuntamiento 

correspondiente podrá establecer estímulos fiscales, tarifas y 

descuentos en materia de impuesto predial, así como los sujetos, 

condiciones y términos para su aplicación, de conformidad con las 

disposiciones de la ley en materia de promoción económica y de este 

ordenamiento. 
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De los numerales insertos anteriormente, se desprende que el impuesto predial debe 

pagarse por bimestre, dentro de los primeros quince días del mismo, por ende, es a partir 

del día dieciséis siguiente es que la autoridad demandada puede iniciar sus facultades de 

fiscalización, así como de determinación, liquidación y notificación de los créditos que 

resulten por el incumplimiento de los usuarios, por lo tanto la prescripción inicia a contar 

a partir de la fecha en que el crédito o el cumplimiento de la obligación pudieron ser 

legalmente exigidos. 

 

A lo anterior cobra aplicación por analogía y en lo conducente, lo que al efecto 

resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver en la 

novena época la contradicción de tesis número 62/2001-SS, sustentando la jurisprudencia 

número 2a./J. 67/2001, Visible en la página 253 del tomo XIV del Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, de diciembre de dos mil uno, consultada en el IUS 2010, cuyos 

rubro y texto son los siguientes: 

 

“INFONAVIT. INICIO DEL PLAZO DE CADUCIDAD DE LAS 

FACULTADES DEL INSTITUTO PARA DETERMINAR EL 

IMPORTE DE LAS APORTACIONES, TRATÁNDOSE DE 

TRABAJADORES INSCRITOS.  El artículo 30, fracción I, párrafo 

segundo, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para 

los Trabajadores, vigente desde el veinticinco de febrero de mil 

novecientos noventa y dos, establece que las facultades del instituto 

para determinar las aportaciones patronales omitidas y sus accesorios, 

se extinguen en el término de cinco años, no sujeto a interrupción, 

contado a partir de la fecha en que el propio instituto tenga 

conocimiento del hecho generador de la obligación. Por otra parte el 

artículo 35, párrafo primero, de la mencionada ley, establece que los 

patrones deben pagar las aportaciones de sus trabajadores inscritos 

por bimestres vencidos, a más tardar el día diecisiete de los meses de 

enero, marzo, mayo, julio, septiembre y noviembre de cada año; por 

tanto, el plazo para que el patrón pague espontáneamente inicia el día 

primero y fenece el día diecisiete de dichos meses y, a su vez, el plazo 

de la caducidad de las facultades del instituto para determinar y 

liquidar las aportaciones omitidas y sus accesorios empezará a 

computarse a partir del día dieciocho de los meses indicados, porque 

hasta entonces puede, válidamente, ejercer esas facultades. No pasa 

inadvertido que el referido artículo 35 fue reformado por decreto 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de enero de mil 

novecientos noventa y siete, estableciendo que el pago de las 

aportaciones será por mensualidades vencidas; sin embargo, dicha 

reforma no ha entrado en vigor, en virtud de que en el artículo sexto 

transitorio de ese decreto, se estableció que "La periodicidad del pago 

de las aportaciones y los descuentos a que se refiere el artículo 35, 

continuará siendo de forma bimestral hasta que en la Ley del Instituto 
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de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado se 

establezca que la periodicidad de pagos se realizará mensualmente.", 

lo cual no ha sucedido, pero cabe precisar que ya sea por bimestres 

vencidos o por mensualidades, el plazo de caducidad inicia al día 

siguiente del en que vence el plazo de pago espontáneo.” 

 

En razón de que, del estudio realizado por quien hoy esto resuelve no se advierte 

notificación o requerimiento que cumpliera con los requisitos y elementos de validez para 

que interrumpiera la prescripción peticionada, tal como se establece en los artículos 242 y 

244 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, mismos que la letra se insertan:  

 
“Artículo 242.- Las notificaciones de los citatorios, emplazamientos, 

solicitudes de informes o documentos y las de acuerdos y resoluciones 

administrativas que puedan ser recurridas, se harán:  

 

I. Personalmente; 

II. Mediante oficio entregado por mensajero, o por correo certificado con 

acuse de recibo; y 

III. Por edicto, en los siguientes casos: 

a) Cuando la persona a quien deba notificarse haya desaparecido, se 

ignore su domicilio o se encuentre fuera del Estado, sin haber dejado 

representante legal acreditado ante las autoridades fiscales locales; y 

b) Cuando se modifiquen los valores catastrales.”     

 

“Artículo 244.- Las notificaciones personales se harán en el último 

domicilio que la persona, a quien se deba notificar, haya señalado ante 

las autoridades fiscales, en el procedimiento administrativo de que se 

trate; a falta de señalamiento se estará a las reglas del artículo 33 de esta 

ley. Dichas notificaciones podrán practicarse en las oficinas de las 

autoridades fiscales, si las personas a quienes deba notificarse se 

presentan por cualquier circunstancia, en ellas. 

 

Se entenderá con la persona que debe ser notificada o su representante 

legal; a falta de ambos, el notificador, cerciorado de que sea el domicilio 

designado o establecido por la ley para efectos fiscales, dejará citatorio 

con cualquier persona mayor de edad que se encuentre en el domicilio, 

para que espere a una hora fija del día siguiente, si el domicilio se 

encontrare cerrado, el citatorio se dejará con el vecino más inmediato. 

 

Si la persona a quien haya de notificarse no atendiere al citatorio, la 

notificación se le hará por conducto de cualquier persona mayor de edad 

que se encuentre en el domicilio en que se realice la diligencia, cerciorado 

nuevamente, el notificador de lo establecido en el párrafo anterior y, de 

negarse ésta a recibirla, se realizará por instructivo que se fijará en la 

puerta del domicilio. 
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En el momento de la notificación, se entregará al notificado, o a la 

persona con quien se entienda la diligencia, copia del documento a que 

se refiere la notificación. 

 

De las diligencias en que conste la notificación o cita, el notificador 

levantará acta circunstanciada.” 

 

De lo transcrito se puede apreciar que las notificaciones se deben 

practicar con la persona interesada o afectada y no encontrándose en el 

domicilio registrado ante la autoridad fiscal, se dejara citatorio con el 

sujeto mayor de edad que se encuentre en dicho domicilio o en su caso 

con el vecino más próximo, en el cual se fijara fecha y hora en la que el 

notificador regresara para llevar al cabo la diligencia en comento, y en 

el caso que  hiciera caso omiso se practicará con cualquier individuo que 

se encuentre en el inmueble y si se negara a recibirla se procederá a 

realizarse por instructivo.” 

 

Lo anterior es así, ya que no se aportó al sumario en que se actúa documental alguna 

con la que se demostrara que se realizaron gestiones de cobro legalmente notificadas, por 

lo que, de conformidad a la fecha en que el accionante manifiesta tener conocimiento del 

citado crédito fiscal, esto es, el día 22 veintidós de abril del año 2026 dos mil veintiséis, al 

no existir notificación legal, se concluye que transcurrieron más de cinco años a la fecha 

que la actora tuviera conocimiento de la determinación del crédito fiscal, sin que existieran 

gestiones de cobro legales por parte de las autoridades, prescribiendo en consecuencia, lo 

relativo al periodo comprendido del primer bimestre del año 2006 dos mil seis al sexto 

bimestre del año 2021 dos mil veintiuno, atento a lo dispuesto por los numerales 61 y 62 

de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, mismos que han quedado insertos 

en párrafos que anteceden. 

 

En ese orden de ideas, prescribe en favor del demandante el crédito fiscal 

determinado únicamente por lo que ve al periodo comprendido del primer bimestre del año 

2006 dos mil seis al sexto bimestre del año 2021 dos mil veintiuno, de la cuenta predial      

[No.9]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], procediendo en consecuencia, con 

fundamento en lo dispuesto por la fracción II del numeral 74, en relación con el diverso 

artículo 75, fracción II, ambos de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, a declarar 

la nulidad de la determinación de crédito fiscal por adeudo del impuesto predial número 

TON-T-22017 de fecha 11 once de septiembre del año 2025 dos mil veinticinco, del 

inmueble [No.10]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], número de cuenta predial 

[No.11]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], 

[No.12]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], únicamente por lo que ve al cobro 

del periodo comprendido del primer bimestre del año 2006 dos mil seis al sexto bimestre 

del año 2021 dos mil veintiuno, así como sus accesorios recargos multas y gastos de 

notificación.  
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___________________________________ 
Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en los artículos 72, 73, 74 

fracción I, 75 fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, esta 

Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, 

resuelve con los siguientes:  

 

R E S O L U T I V O S: 

 

 

PRIMERO.- La parte actora acreditó los elementos constitutivos de la acción puesta 

en ejercicio, logrando con ello desvirtuar la presunción de validez de que gozaba el acto 

administrativo impugnado, mientras que a la autoridad demandada no justificó sus 

excepciones y defensas, por tanto: 

 

SEGUNDO.- Se declara prescrita la obligación de pago del impuesto predial 

únicamente del periodo comprendido del primer bimestre del año 2006 dos mil seis al sexto 

bimestre del año 2021 dos mil veintiuno, extinguiéndose también los accesorios generados 

por el mismo periodo, tales como recargos, multas y gastos de notificación respecto del 

inmueble con cuenta predial [No.13]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], en 

consecuencia, se declara la nulidad del la determinación de crédito fiscal por adeudo del 

impuesto predial número TON-T-22017 de fecha 11 once de septiembre del año 2025 dos 

mil veinticinco, del inmueble [No.14]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], número de cuenta 

predial [No.15]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], 

[No.16]_ELIMINADOS_los_bienes_muebles_[60], únicamente por lo que ve al periodo 

prescrito, por los fundamentos legales y motivos que se contienen en la parte considerativa 

de la presente resolución.  

 

 

NOTIFÍQUESE POR BOLETÍN ELECTRÓNICO A LAS PARTES. 

 

 

Así lo resolvió el Presidente de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Jalisco, MAGISTRADO LAURENTINO LÓPEZ 

VILLASEÑOR, actuando ante la Secretario de Sala Abogada Ramona de la Cruz 

Serrano Camacho, que autoriza y da fe.  

 

 

 

 
LLV/RCSC/lgja
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FUNDAMENTACION LEGAL 

*LGPPICR. Lineamientos Generales para la Protección de la Información Confidencial y Reservada que deberán 

observar los Sujetos Obligados previstos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Jalisco y sus Municipios. 

 

No.1 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.2 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.3 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) por ser un dato identificativo de conformidad con el lineamiento 

quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.4 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.5 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.6 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) por ser un dato identificativo de conformidad con el lineamiento 

quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.7 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.8 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.9 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.10 ELIMINADO_el_domicilio en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de conformidad con el lineamiento 

quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.11 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.12 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.13 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.14 ELIMINADO_el_domicilio en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de conformidad con el lineamiento 

quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.15 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 

No.16 ELIMINADOS_los_bienes_muebles en 1 renglon(es) por ser un dato patrimonial  de conformidad con el 

lineamiento quincuagésimo octavo fracción VI de los LGPPICR*. 

 


